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Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al quince de febrero de dos mil diecisiete, emite la siguiente:
S E N T E N C I A
Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión 5192/2015, promovido en contra del fallo dictado el catorce de agosto de dos mil quince, por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, en el juicio de amparo directo **********, en auxilio del Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, derivado del juicio de amparo directo **********.
El problema jurídico a resolver por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consiste en determinar si es procedente el presente recurso de revisión, cuestión que exigirá evaluar si los planteamientos del caso reúnen las notas de interés e importancia.
I. ANTECEDENTES DEL CASO
1. Juicio de nulidad **********. Mediante escrito presentado el once de julio de dos mil doce, en la Oficialía de Partes de la Sala Regional del Centro III, Celaya, Guanajuato, del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, **********, por conducto de su representante legal ********** demandó la resolución emitida con fecha siete de mayo de dos mil doce en el expediente ********** por la Secretaría de Energía, contenida en el oficio número **********, mediante la cual se confirmó la sanción consistente en multa por la cantidad de $********** (********** M.N.), por infracciones a la Ley Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo de Petróleo.
2. De la demanda conoció la Sala Regional del Centro III, Celaya, Guanajuato, del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en proveído de seis de agosto de dos mil doce
, registró la demanda con el número de expediente **********; en ese mismo proveído se admitió la demanda de juicio de nulidad; asimismo se ordenó correr traslado al Director General de Gas L.P. de la Secretaría de Energía.
3. La parte demandada, mediante oficio de treinta de octubre de dos mil doce formuló contestación a la demanda
.
4. Auto de incompetencia. Posteriormente, en proveído de veintitrés de noviembre de dos mil doce, el Pleno de la Sala fiscal se declaró incompetente para conocer del asunto por razón de materia (con fundamento en el artículo 23, fracción III, inciso n) del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa), estimó que la Sala Especializada en Resoluciones de Órganos Reguladores de la Actividad del Estado debía conocer del asunto
.
5. Aceptación de competencia. En proveído de cuatro de enero de dos mil trece, la Sala Especializada en Resoluciones de Órganos Reguladores de la Actividad del Estado aceptó la competencia planteada y registró el asunto con el expediente **********
. 
6. Seguidos los trámites correspondientes, el uno de abril de dos mil trece, se declaró cerrada la instrucción; finalmente, mediante resolución de cuatro de abril de dos mil trece
, se dictó resolución en la que se declaró la validez de la resolución impugnada.
7. Primer juicio de amparo directo **********. En contra de la determinación anterior, la parte quejosa promovió juicio de amparo directo, del asunto conoció el Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, seguidos los trámites correspondientes, el cinco de diciembre de dos mil catorce
 dictó sentencia en la cual se concedió el amparo para el efecto de que la Sala responsable reiterara las cuestiones que no fueron materia de la concesión y resolviera con libertad de jurisdicción los planteamientos omitidos en la sentencia reclamada.

8. Cumplimiento de sentencia. Atendiendo a la concesión de amparo, el cuatro de febrero de dos mil quince la Sala Especializada en Materia Ambiental y de Regulación del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa
 emitió resolución en la cual reconoció la validez de la resolución impugnada. 

9. Segundo juicio de amparo directo **********. En contra de la determinación anterior, mediante escrito presentado el nueve de marzo de dos mil quince
, ante la Oficialía de Partes de la Sala Especializada en Materia Ambiental y de Regulación del Tribunal Federal de Justicia y Administrativa, **********, por conducto de su apoderado legal promovió juicio de amparo directo. 
10. Conceptos de violación. La parte quejosa expuso seis conceptos de violación, en los que en esencia adujo:
11. Primero. Se transgrede en perjuicio de la quejosa el contenido de los artículos 1, 14, 16, 17 y 133 de la Constitución Federal, en relación con los artículos 1, 3, 6, 12, 13 y 86 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, con relación a los artículos 3, 12 y 23 del Reglamento Interior de la Secretaría de Energía, en relación con el artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, violando con ello el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
12. Se determinó de manera incorrecta que la Dirección de Apoyo Legal quien resolvió el recurso de revisión, fuera la misma autoridad quien resolviera el recurso y no lo realizara el superior de esa autoridad.

13. La Ley Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, específicamente en su artículo 15 Bis determina la obligación a cargo de las autoridades que al imponer sanciones debe atenderse a lo dispuesto por la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

14. El artículo 86 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo establece que el recurso de revisión será resuelto por el superior jerárquico del emisor del acto que se impugna, de tal suerte que dicho recurso es una especie de medio de impugnación para el efecto de que se corrija un error en la aplicación del derecho o a la valoración de los hechos realizados por la autoridad.
15. Por tanto, conforme al artículo 86 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, se produce una incompetencia por parte de quien resuelve. La resolución impugnada sustentó su competencia en distintos preceptos, ni el Reglamento Interior de la Secretaría de Energía, ni el Manual de Operaciones de la Secretaría de Energía, ni el Acuerdo Delegatorio pueden estar por encima de la ley, siendo que ésta última exige que el funcionario público que formal y materialmente substancié una sanción administrativa no puede resolver el medio de impugnación promovido en su contra.

16. La ley sólo establece una excepción en el caso de que el acto impugnado provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso será resuelto por el mismo. Tanto el Reglamento Interior, el Manual de Operaciones de la Secretaría y el Acuerdo Delegatorio no pueden romper con la esencia del recurso de revisión establecido en la ley, es decir, la intervención integral formal y material del superior jerárquico en su substanciación y resolución.
17. La actuación del Director General de Gas L.P., en el procedimiento administrativo generador del acto reclamado no puede sustentarse en la figura de la ausencia, de las consideraciones expuestas por la autoridad responsable se advierte que las ausencias de los Directores Generales (Director General de Gas L.P.) serán suplidas por los servidores públicos que designen los funcionarios o en los términos establecidos en el Manual de Organización General de la Secretaría de Energía (artículo 51 del Reglamento de esa secretaría); además, ni el Manual de Organización, ni el Acuerdo Único mediante el cual se delegan facultades al Director de Apoyo Legal establecen la designación del Director General de Gas L.P., para actuar en ausencia del Director de Apoyo Legal, adscrito a la Dirección General de Gas L.P., lo cual explica que se trata de una delegación efectuada mediante una normativa inferior a la ley.
18. De la sanción impuesta por la Secretaría de Energía, se advierte que materialmente es la misma autoridad la que de manera ilegal emitió la resolución del recurso de revisión, lo cual atenta con el contenido del artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; la convención exige que los recursos sean resueltos por el superior formal y materialmente y no por el Director de Apoyo Legal quien materialmente emite ambas resoluciones. 
19. Luego, como el Director de Apoyo Legal emitió ambas resoluciones, no se cumple la finalidad de un derecho de defensa adecuado, pues la misma autoridad es la que materialmente resuelve el recurso planteado por el quejoso.
20. Segundo. Se atenta contra el principio de congruencia, pues la Litis del asunto no se ciñó respecto al incumplimiento de los artículos 41, 42 y 43 del Reglamento de la Ley Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo.
21. Realizada la visita de verificación, era obligación del Verificador y/o Comisionado levantar un acta pormenorizada, debidamente circunstanciada que contuviera las actividades realizadas y las medidas respectivas para hacer del conocimiento inmediatamente a la autoridad que ordenó la visita de verificación por el Director de Operación y Supervisión de la Secretaría de Energía, con el objetivo de revisar las causas que originaron las medidas tomadas por el verificador, debiendo establecerse la temporalidad y las condiciones necesarias para su levantamiento con el objetivo de que en un plazo no mayor a cinco días hábiles, de manera fundada y motivada confirme, modifique o revoque la medida de seguridad aplicada, cautelarmente por el verificador –lo cual no ocurrió–.
22. El Director de Operación y Supervisión de la Secretaría de Energía –autoridad que ordenó la verificación– en ningún momento emitió el acuerdo con apego a la ley.
23. Tercero. Es inconstitucional la interpretación realizada por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa al considerar que únicamente los artículos 72 y 74 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo regulan el procedimiento administrativo sancionador efectuado por la Secretaría de Energía, con lo cual se viola lo dispuesto en el artículo 14 constitucional.
24. Lo anterior sobre la base de que la autoridad responsable debió considerar la inaplicación de la disposición contenida en el artículo 74, con lo cual se violenta el procedimiento administrativo al no garantizar de manera integral las formalidades esenciales del procedimiento, al omitirse conferir un derecho fundamental consistente en la formulación de alegatos –que debe tener todo proceso administrativo–.

25. Cuarto. Ni la Secretaría de Energía, ni el verificador a su cargo cumplieron con lo dispuesto en el artículo 98 del Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, ni con lo previsto en el artículo 95 de la ley respectiva, al no acreditarse que al momento de la verificación se presentara la identificación de los Comisionados con la leyenda respectiva, lo cual es ilegal, pues el único instrumento que valida el proceder del Comisionado es el Acta de verificación levantada.
26. Quinto. La autoridad administrativa omitió resolver y substanciar el procedimiento administrativo conforme a los términos y plazos previstos en la ley; así, la Sala responsable tergiversa la interpretación de los artículos 60 y 74 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, pues pasaron más de 240 días posteriores a la realización de la visita de verificación sin emitir acto alguno y sin justificación legal, por ende –estima– operó la caducidad.
27. Sexto. Todo acto de molestia para ser válido debe ser emitido por autoridad competente, por lo que es necesario la existencia de una norma jurídica que faculte a la autoridad para realizar el acto. La autoridad responsable debió atender al requisito de fundamentación y motivación, por razón del territorio en que puedan ejercerse las facultades, lo cual estima fue vulnerado por la sala responsable, al inobservar que no tenía competencia el Director de Apoyo Legal.
28. Hasta aquí las consideraciones de la demanda de amparo directo.
29. Trámite del juicio de amparo directo **********. Del asunto conoció el Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, quien, en proveído de dieciocho de marzo de dos mil quince
 registró el asunto con el número de expediente ********** y posteriormente admitió a trámite la demanda de amparo.
30. Por acuerdo de siete de mayo de dos mil quince, el Presidente del referido Tribunal Colegiado en auxilio de jurisdicción ordenó remitir el asunto para su resolución al Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región. Por acuerdo de dieciocho de ese mismo mes y año, la Presidencia del Tribunal Colegiado auxiliar se avocó al asunto, radicándolo como amparo directo auxiliar **********. 
31. Seguidos los trámites correspondientes, en sesión de catorce de agosto de dos mil quince
, el órgano colegiado negó el amparo.
32. Antes de analizar el fondo del asunto, precisó que atendiendo a la concesión de amparo dictada en el juicio de amparo directo **********, los siguientes tópicos ya fueron resueltos en diversa ejecutoria.
a) la prueba de la adquisición y el almacenamiento del combustible por la demandante, sin haber contado previamente con el permiso correspondiente, esto es, a través del material fotográfico incluido en el acta de visita de verificación y la circunstanciación de que los sellos del recipiente no transportable estaban violados y que éste presentó el sesenta por ciento de su capacidad.
b) La no actualización de la caducidad aducida por la demandante.

c) La vigencia de las Normas Oficiales Mexicanas que consideró la autoridad demandada en el procedimiento sancionador de que se trata.
33. El órgano colegiado calificó de inoperante el quinto concepto de violación en el cual la quejosa alega temas respecto a la figura de la caducidad de las facultades de la autoridad dentro del procedimiento sancionador, lo anterior sobre la base de que ese tema es cosa juzgada.

34. Por cuanto hace a lo alegado en el segundo concepto de violación, fue calificado inoperante, sobre la base de que reviste cosa juzgada lo referente a la valoración de las pruebas, en la que se tuvo demostrado que la quejosa incurrió en la conducta de la adquisición y el almacenamiento del combustible por la demandante, sin contar previamente con el permiso correspondiente, por lo que debe considerarse actualizada la hipótesis de sanción atribuida.
35. Respecto a lo aducido en el sexto concepto de violación, en el cual se aduce que la competencia material y territorial de la autoridad responsable deviene inoperante, en atención a que no combate la determinación toral en que la autoridad responsable sustenta su decisión, pues la Constitución Federal dispone que es competencia federal el dominio directo de todos los carburos de hidrógeno que se encuentren en el territorio nacional, por ende, el Director de Apoyo Legal cuenta con competencia para ejercer sus facultades. 
36. Por lo que hace al primer concepto de violación referente a que se violentó el debido proceso, reserva de ley y subordinación jerárquica, al ser ilegal que el recurso de revisión sea resuelto por el superior jerárquico de la autoridad emisora del acto recurrido; así como la aplicación de un control de constitucionalidad (verificable en términos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos artículo 8, puntos 1 y 2, inciso h, por lo que debe ejercerse el control de convencionalidad), fueron calificados de infundados. El Tribunal Colegiado expuso que lo alegado por el hoy quejoso, fue uno de los motivos de concesión en el amparo directo **********.

37. Las consideraciones de la competencia de la autoridad resolutora del recurso de revisión se ciñeron en cuanto que el Director General de Gas L.P., tiene la facultad de conocer y resolver en la esfera de su competencia los recursos administrativos interpuestos contra los actos que emite.
38. En la ejecutoria que concedió el amparo (**********) se razonó que era infundado el motivo de anulación propuesto, porque la resolución impugnada fue emitida en suplencia por ausencia del Director General de Gas L.P., por parte del Director de Apoyo Legal con base en los numerales 23 penúltimo párrafo y 51 del Reglamento Interior de la Secretaría de Energía, así como en el Acuerdo mediante el cual se delegan facultades al Director de Apoyo Legal (publicado en el Diario Oficial de la Federación el seis de julio de dos mil cuatro).
39. Las alegaciones de la parte quejosa se calificaron de infundadas, pues no está a discusión que conforme al artículo 86 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo la revisión se resuelva por el superior jerárquico de la autoridad que emitió el acto recurrido, atendiendo al Reglamento Interior de la Secretaría de Energía y el Manual de Organización General (y demás disposiciones) establecen que la resolución de los recursos administrativos le competen a un superior, como es el caso, al Director General de Gas L.P., y que los servidores públicos de jerarquía inmediata inferior, sean designados o en los términos del Manual, suplirán a aquél, como aconteció en el caso del Director de Apoyo Legal (lo cual está expresamente previsto en el artículo 51 del Reglamento Interior de la Secretaría de Energía y 23 del Manual de Organización General de la Secretaría de Energía).
40. La Segunda Sala de este Alto Tribunal ya se pronunció a cerca del contenido del Acuerdo mediante el cual se delegan facultades al Director de Apoyo Legal de la Secretaría de Energía publicado en el Diario Oficial de la Federación el seis de julio de dos mil cuatro, en el sentido de que no viola el derecho humano de seguridad jurídica ni el principio de reserva de ley, criterio que se encuentra en la jurisprudencia 2a. J. 26/2014 (10a.) de rubro: “GAS LICUADO DE PETRÓLEO (GAS L.P.). EL ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE DELEGAN FACULTADES AL DIRECTOR DE APOYO LEGAL DE LA SECRETARÍA DE ENERGÍA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE JULIO DE 2004, NO VIOLA EL DERECHO HUMANO DE SEGURIDAD JURÍDICA NI EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY.”

41. Por ende, la actuación del Director de Apoyo Legal se ajusta a las disposiciones que prevén la suplencia del Director General por los servidores públicos de jerarquía inmediata inferior. 
42. Por otra parte, estimó que no puede realizar el control ex officio de constitucionalidad y convencionalidad, pues no se precisa la norma que es violatoria de derechos humanos, por lo tanto es ineficaz esa alegación.
43. Por lo que respecta al cuarto concepto de violación en el que la quejosa combate la deficiente identificación realizada por el Comisionado en la verificación del quince de abril de dos mil once, se calificó de infundado, se concluyó que sí se asentaron todos los datos que permiten dar a la visitada actora la certeza de que el acto fue realizado por personal de la Secretaría de Energía.
44. Por cuanto hace al segundo concepto de violación referente a la inobservancia del principio de congruencia, se calificó de infundado, pues en la sentencia reclamada se valoró adecuadamente la litis respecto de la legalidad del oficio **********, por el cual el Director de Operación y Supervisión se dirigió a su vez al Director de Apoyo Legal, ambos de la Secretaría de Energía.
45. Se explicó que desde un inicio la empresa actora dispuso del plazo legal para formular observaciones y ofrecer pruebas en relación con los hechos contenidos en el acta de verificación; continuó diciendo que es facultad del Director de Apoyo Legal confirmar la imposición de las medidas de seguridad (Acuerdo mediante el cual se delegan facultades, expedido por el Director General de Gas L.P., publicado en el Diario Oficial de la Federación el seis de julio de dos mil cuatro). De tal suerte que el Director de Operación y Supervisión conforme al Acuerdo delegatorio suscrito por el Director General de Gas L.P., entabló comunicación con el órgano competente, para efectos de las diligencias del verificador realizadas en el acta respectiva.
46. Respecto al tercer concepto de violación en el cual se alegó que no se respetó el derecho a formular alegatos, se calificó de infundado en atención a que es inexacta la afirmación de la quejosa en el sentido de que se le priva del derecho a plantear sus alegatos, y que se violenta con ello el artículo 14 constitucional por infringirse las formalidades esenciales del procedimiento.
47. El estudio de este motivo de agravio implicó la evaluación del sistema normativo integrado por el artículo 15 Bis de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, y por remisión, de los artículos 72 y 74 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

48. El primero de los artículos establece que “[p]ara la imposición de las sanciones previstas en el presente artículo se estará a lo dispuesto en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo”, mientras que los dos últimos dispositivos prevén que “[p]ara imponer una sanción, la autoridad administrativa deberá notificar previamente al infractor del inicio del procedimiento, para que este dentro de los quince días siguientes exponga lo que a su derecho convenga y, en su caso aporte las pruebas con que cuente”, “[u]na vez oído al infractor y desahogadas las pruebas ofrecidas y admitidas, se procederá, dentro de los diez días siguientes, a dictar por escrito la resolución que proceda, la cual será notificada en forma personal o por correo certificado.”

49. El Tribunal Colegiado precisó que la Segunda Sala de este Alto Tribunal resolvió que el derecho constitucional de audiencia previa al acto privativo, se satisface en el procedimiento sancionador con la obligación de las autoridades administrativas de notificar previamente al infractor el inicio del procedimiento.

50. Se precisó que los numerales 72 y 74 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo otorgan la posibilidad y el espacio procesal de ser escuchado, ofrecer pruebas y exponer lo que a su derecho convenga, todo ello con antelación a la resolución relativa, por lo que estimó se cumplieron las formalidades esenciales.
51. En apoyo citó la jurisprudencia 25/2014 de la Segunda Sala de esta Suprema Corte, de rubro: “MULTA. LA FACULTAD PARA IMPONER LA SANCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 23, FRACIÓN VI, DEL REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA DE ENERGÍA, NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE AUDIENCIA PREVIA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 11 DE OCTUBRE DE 2012).

52. Los artículos citados establecen que las autoridades administrativas que impongan una sanción, deben notificar previamente al infractor el inicio del procedimiento, en el que podrán ofrecer y desahogar pruebas, por lo tanto se le permite ejercer una defensa adecuada, a efecto de que pueda ser oído en la salvaguarda de sus intereses y desvirtuar las irregularidades que se le atribuyan, de manera previa a la imposición del acto privativo.

53. El Tribunal Colegiado precisó “sin que obste el hecho de que no se establezca de manera separada e independiente etapas específicas para ofrecer pruebas y formular alegatos, pues esa circunstancia no constituye un aspecto necesario para el cumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento, extremo que, en todo caso depende del diseño legislativo propio de cada procedimiento.”

54. Se citó en apoyo la tesis aislada LXXXVIII/2012 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “INSTITUCIONES DE CRÉDITO. EL ARTÍCULO 109 BIS 2, FRACCIÓN I, DE LA LEY RELATIVA RESPETA EL DERECHO DE AUDIENCIA EN FAVOR DE LOS CONTRIBUYENTES DURANTE EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR, AUN CUANDO NO ESTABLEZCA UN PERÍODO INDEPENDIENTE PARA OFRECER PRUEBAS Y FORMULAR ALEGATOS.”

55. Finalmente, resultó inoperante la manifestación en el sentido de que no se ejerció el control difuso, lo anterior porque el Tribunal Colegiado emitió las consideraciones previas respecto a la regularidad constitucional de las disposiciones cuestionadas por la quejosa, a la luz del derecho de audiencia, por lo cual se desestimó la omisión del examen de control difuso que señala el inconforme, por lo tanto, no es factible conceder el amparo para atender esa omisión. Citó en apoyo la tesis de jurisprudencia 16/2014 de la Segunda Sala de esta Suprema Corte, de rubro: “CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.”

56. En suma, determinó negar el amparo.

57. Recurso de revisión. Inconforme con la anterior resolución, la quejosa interpuso recurso de revisión el once de septiembre de dos mil quince
 ante el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.
58. La parte recurrente expuso tres agravios, en los que en esencia estimó:
59. Primer agravio. El Tribunal Colegiado no tomó en cuenta el contenido del artículo 8 denominado Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual contempla las garantías judiciales, al establecer la necesidad que dentro del debido proceso se establezcan recursos que sean revisados y/o resueltos por los superiores.
60. El artículo 86 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo establece sin ambigüedad que los recursos deben ser substanciados por la autoridad superior; ahora bien, en el caso particular existió una violación al dispositivo citado, el Director de Apoyo Legal –autoridad que emitió la resolución sancionadora– también emitió materialmente la resolución del recurso de revisión.

61. El órgano colegiado realizó un ejercicio interpretativo incorrecto, transgrediendo con ello el derecho fundamental de seguridad jurídica (legalidad, exacta aplicación de la ley, reserva de ley y jerarquía normativa), pues sustenta la constitucionalidad de su resolución con la tesis de jurisprudencia 2ª./J. 26/2014 de la Segunda Sala de este Alto Tribunal de rubro: “GAS LICUADO DE PETRÓLEO (GAS L.P.). EL ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE DELEGAN FACULTADES AL DIRECTOR DE APOYO LEGAL DE LA SECRETARÍA DE ENERGÍA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE JULIO DE 2004, NO VIOLA EL DERECHO HUMANO DE SEGURIDAD JURÍDICA NI EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY.”
62. Estima la parte recurrente, que la tesis invocada por el órgano colegiado, que sirvió de sustento para avalar la constitucionalidad del Reglamento Interior de la Secretaría de Energía, el Manual de Organización General de la Secretaría de Energía y el Acuerdo Delegatorio de facultades al Director de Apoyo Legal no es aplicable al caso particular, pues, los Ministros en ningún momento analizaron y contrastaron el contenido del artículo 86 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, con el artículo 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
63. En ese orden de ideas, como el Director de Apoyo Legal emitió materialmente ambas resoluciones (la sancionatoria y el recurso de revisión) se traduce en un eufemismo que violenta el artículo 86 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, la Constitución al no respetar la reserva de ley y jerarquía normativa, así como el contenido de la Convención Americana.

64. Así, el recurso de revisión, es un recurso denominado “vertical” que debe ser resuelto por una instancia superior, es decir por un superior jerárquico y no por la misma autoridad que emite la resolución sancionatoria en un procedimiento administrativo.
65. Segundo. El artículo 14 constitucional prevé que para respetarse íntegramente la garantía de audiencia y debido proceso, debe garantizarse la defensa adecuada de los gobernados, entre los que destaca la oportunidad de alegar en todo procedimiento.
66. Atendiendo a los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe atenderse a todas las garantías contenidas en el artículo 14 constitucional; luego, la tesis invocada no aborda en forma específica el punto de debate, de su lectura se aprecia que responde a una diversa hipótesis, al establecer la facultad del Director General de Gas L.P., con base en el Reglamento Interior de la Secretaría al imponer sanciones, así como el artículo 15 bis de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 en el Ramo del Petróleo, para lo cual deberá conferir el derecho de audiencia previa al presunto infractor, conforme a los artículos 72 y 74 de la Ley Federal del Procedimiento Administrativo.

67. Ahora bien, en el caso particular la autoridad responsable (en sede administrativa) no le otorgó el derecho de alegar a la recurrente, lo cual constituye una violación directa a las formalidades esenciales del procedimiento. En ese sentido el órgano colegiado dejó de atender aquellas tesis atinentes al debido proceso
.

68. En el procedimiento seguido en contra de la quejosa (hoy recurrente) se violó el derecho de alegar lo contenido en el artículo 56 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo en concordancia con los derechos previstos en el artículo 14 constitucional (que corresponden en forma conjunta a las formalidades esenciales del procedimiento).
69. El recurrente expone que la tesis invocada por el órgano colegiado de rubro: “MULTA. LA FACULTAD PARA IMPONER LA SANCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 23, FRACCIÓN VI, DEL REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE ENERGÍA, NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE AUDIENCIA PREVIA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 11 DE OCTUBRE DE 2012)”, criterio que hace referencia al Reglamento Interior, el cual faculta al Director General de Gas L.P., y que en la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo (último párrafo del artículo 15 bis) establece que para la imposición de las sanciones deba estarse a lo dispuesto en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, lo cual, no sólo incide a la aplicación de los artículos 72 y 74 de ese ordenamiento.
70. El órgano colegiado no realizó un verdadero ejercicio de exhaustividad, omitió respetar la jerarquía de jurisprudencias invocadas por la recurrente; pretende subsumir el derecho de previa audiencia, con el derecho de alegar (son diferentes etapas conferidas en momentos diferentes) pues los alegatos resultan ser la última etapa procesal (posterior al agotamiento del derecho de audiencia y al desahogo de pruebas). Cita en apoyo a sus consideraciones la ejecutoria dictada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito en el expediente **********.
71. Tercero. El órgano colegiado inobservó el contenido del principio de legalidad contenido en el artículo 14 constitucional, incorrectamente ponderó las irregularidades detectadas en el procedimiento administrativo y con ello pretende justificar la legalidad del procedimiento seguido en sede administrativa (oficio **********).

72. Continua alegando el incumplimiento al contenido del artículo 42 del Reglamento en el Ramo del Petróleo, pues, dentro de los cinco días siguientes a la recepción del acta de verificación, el acuerdo mediante el cual se determinó de manera fundada y motivada la confirmación, modificación o revocación de las medidas de seguridad aplicadas cautelarmente por el verificador –estima la recurrente– debió haber sido notificado al afectado dentro de los diez días siguientes a la emisión del oficio, de conformidad con el contenido del artículo 39 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, todo esto, para que dentro de los cinco días siguientes después de su notificación pudiera estar en posibilidad de manifestar lo que a su derecho convenga, así como ofrecer la documentación y pruebas pertinentes ante la autoridad, lo cual no aconteció.
73. La recurrente estima que “… del contenido del oficio se desprende que lo único que la ´ponderación´ [sic] que realizó el Director de Operación de la Secretaría de Energía lo fue para pasarle al Director de Apoyo legal el expediente, más nunca confirmó, modificó o revocó la medida de seguridad tomada. Es por ello que se observa con notoria facilidad… que no se cumple con el procedimiento establecido en el Reglamento invocado.”

74. Aduce que el oficio nunca fue notificado, con lo cual no se cumple con el artículo 42 del Reglamento de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo.

75. Aduce que fue inconstitucional el procedimiento instaurado, no se siguió conforme a las formalidades establecidas en las normas que lo rigen, la Secretaría de Energía omitió cumplir con sus propios ordenamientos, una vez efectuada la verificación de fecha de quince de abril de dos mil once, era obligación del verificador y/o comisionado levantar un acta pormenorizada –debidamente circunstanciada– en la cual debía expresar los motivos y fundamentos que la sustentaron, debiendo hacer del conocimiento inmediato a la autoridad que ordenó la visita de verificación (Director de Operación y Supervisión de la Secretaría de Energía) con el objetivo de resolver las medidas tomadas por el verificador.
76. Reitera la parte recurrente que no se siguió con el procedimiento una vez ordenada la visita de verificación, pues, no se le otorgó el derecho de exponer lo que a su derecho convenga, violándose con ello el contenido de los artículos 41, 42, 43 y 44 del Reglamento de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo.

77. Hasta aquí la reseña de los agravios.
II. COMPETENCIA
78. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal; 81, fracción II y 96 de la Ley de Amparo, en relación con los diversos 11, fracción V, 21, fracciones III, inciso a), y XI de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como en los puntos segundo y tercero del Acuerdo General 5/2013 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, toda vez que se interpone en contra de una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito en un juicio de amparo directo en materia administrativa.
79. Cabe puntualizar que en el presente caso no se justifica la competencia del Tribunal Pleno para conocer del presente asunto, en términos del punto Segundo, fracción III, del Acuerdo General Plenario 9/2015, en virtud de que la resolución del mismo no implica la fijación de un criterio de importancia o trascendencia para el orden jurídico nacional ni reviste un interés excepcional.
80. Además, se estima pertinente aclarar que, aun cuando el presente amparo en revisión no corresponde a las materias de las que, en forma ordinaria, debe conocer esta Primera Sala, en términos de lo dispuesto en el artículo 37 del Reglamento Interior de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ello no es obstáculo para que resulte competente para conocer del asunto, pues el párrafo primero del artículo 86 del citado reglamento dispone que –al igual que los amparos directos en revisión– los amparos en revisión de la competencia originaria del Pleno, que sean en materia administrativa, se turnarán a los Ministros de ambas Salas, de manera que si el recurso que nos ocupa se turnó a un Ministro adscrito a esta Primera Sala y no existe solicitud de diverso Ministro para que lo resuelva el Pleno, entonces en términos de lo dispuesto en el punto Tercero del Acuerdo Plenario 9/2015, esta Sala debe avocarse al mismo.
III. OPORTUNIDAD.
81. El recurso de revisión interpuesto por la parte quejosa fue oportuno, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley de Amparo, toda vez que de las constancias de autos se advierte que la sentencia de catorce de agosto de dos mil quince, terminada de engrosar el veintiuno de ese mes y año
, fue notificada a la parte quejosa por lista, el lunes treinta y uno de agosto del mismo año
, surtiendo efectos legales el día siguiente martes uno de septiembre, por lo que el plazo de diez días para interponer el recurso de revisión, en términos del artículo 86 de la Ley de Amparo, transcurrió del miércoles dos al martes quince de septiembre de dos mil catorce, sin contar los días cinco y seis de septiembre de dos mil quince por ser sábados y domingos, de conformidad con el artículo 19 de la Ley de Amparo, 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y por el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo.
82. En ese orden de ideas, como el recurso de revisión fue presentado el viernes once de septiembre de dos mil quince
, su interposición es oportuna.
IV. LEGITIMACIÓN
83. La parte recurrente está legitimada para interponer el presente recurso de revisión, en el juicio de amparo directo se le reconoció la calidad de parte quejosa; ********** es el representante legal de ********** personalidad que le fue reconocida en los autos del juicio de amparo directo de origen
. Lo anterior, en términos del artículo 5º, fracción I, de la Ley de Amparo. Adicionalmente, existe legitimación en el presente recurso, en virtud de que se combate la sentencia emitida en el juicio de amparo directo administrativo ********** (en auxilio del Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, en el juicio de amparo directo **********) de catorce de agosto de dos mil quince (terminada de engrosar el veintiuno de agosto de dos mil quince), en la cual se negó el amparo solicitado.

V. PROCEDENCIA
84. Por corresponder a una cuestión de estudio preferente, esta Primera Sala debe determinar la procedencia del presente recurso de revisión. De conformidad con lo previsto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de conformidad con el Acuerdo General 9/2015, se deriva lo siguiente.
85. Por regla general, las sentencias que dicten los tribunales colegiados de circuito en juicios de amparo directo son inatacables. Sin embargo, por excepción, tales sentencias serán susceptibles de ser impugnadas mediante recurso de revisión si el tribunal colegiado de circuito se pronunció u omitió hacerlo sobre temas propiamente de constitucionalidad (es decir, sobre la constitucionalidad de una ley federal o de un tratado internacional o sobre la interpretación directa de algún precepto de la Constitución, entre lo que se incluye la interpretación del contenido de un derecho humano).
86. Además de que en la sentencia recurrida se decidan o se hubieran omitido decidir temas propiamente constitucionales, deberá fijarse un criterio de importancia y trascendencia.
87. Es importante reiterar que para que proceda el recurso de revisión es condición necesaria, más no suficiente, que subsista una genuina cuestión constitucional, pues además es necesario que se actualicen las notas de importancia y trascendencia cuya apreciación corresponde a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
88. Al respecto, esta Primera Sala ha desarrollado doctrina en relación a sus amplias facultades de apreciación con que cuenta para determinar si un asunto reúne las características de importancia y trascendencia, la cual gira en torno a la idea de que esta Corte, al decidir admitir o desechar determinados casos, lo hace en ejercicio de su potestad de política pública, con base en la cual se habilita a este Tribunal Constitucional apreciar los méritos de los planteamientos para anticipar el potencial de una eventual resolución para generar criterios novedosos de importancia sistemática para el orden constitucional. 
89. Lo anterior se vincula con la centralidad que ocupa la función de este Tribunal en la Décima Época en la definición de temas de relevancia constitucional, relacionados con la consolidación de una jurisprudencia novedosa en materia de derechos humanos, más que la de resolver todos y cada uno de los problemas constitucionales surgidos en cada caso, no obstante su relevancia para el sistema constitucional.

90. Al respecto, cobra aplicación la tesis de esta Primera Sala, de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA CONFIGURACIÓN DE LOS CONCEPTOS DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA EN CADA ACUERDO GENERAL PLENARIO, REFLEJA EL PAPEL QUE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN DEBE DESEMPEÑAR EN CADA ÉPOCA.”

91. La amplia facultad de apreciación de esta Suprema Corte llega al extremo de permitir desechar un asunto bajo el razonamiento de que el tipo de temas planteados no son relevantes para su exploración en el momento específico en que se formulan, no obstante que técnicamente se pueda concluir que el caso presente genuinas cuestiones constitucionales. Se insiste, lo relevante es acreditar un potencial del caso para la generación de criterios constitucionales innovadores para el ordenamiento jurídico. 
92. Así se desprende del siguiente criterio:

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SI AL ANALIZAR SU PROCEDENCIA SE ADVIERTE QUE CON LA RESOLUCIÓN DEL RECURSO NO SE FIJARÁ UN CRITERIO DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA, DEBE DESECHARSE AUNQUE SE ACTUALICE HIPOTÉTICAMENTE UNA CUESTIÓN CONSTITUCIONAL. De los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como del Acuerdo General Número 9/2015 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación deriva que, por regla general, las sentencias que dicten los tribunales colegiados de circuito en juicios de amparo directo son inatacables. Sin embargo, por excepción, dichas sentencias serán susceptibles de impugnarse mediante el recurso de revisión si el tribunal colegiado de circuito se pronunció u omitió hacerlo sobre temas propiamente de constitucionalidad y con su resolución pueda fijarse un criterio de importancia y trascendencia. Ahora bien, la constatación de las referidas notas de importancia y trascendencia se realiza dentro de un ejercicio sustantivo de valoración, a través del cual este alto tribunal plasma su política judicial con la finalidad de lograr la supremacía de dicha norma en la vida jurídica del país, reservándose para la resolución de los casos más relevantes para el orden jurídico nacional. Así, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que, al revisar la procedencia del recurso de revisión, debe considerarse que el énfasis del análisis se ubica en la constatación de la importancia y trascendencia del planteamiento del caso; por tanto, aunque la existencia de una cuestión constitucional es relevante, siendo ésta una operación técnica en comparación con aquélla, al requerir de la revisión de los conceptos de violación de la demanda original y de la sentencia del tribunal colegiado de circuito desde un punto de vista descriptivo para constatar la naturaleza de los planteamientos evaluados (de legalidad o de constitucionalidad), no debe olvidarse que es un requisito técnico cuyo control debe obviarse si esta Sala verifica que, a pesar de actualizarse hipotéticamente una cuestión constitucional, resultaría carente de importancia y trascendencia, lo que en muchas ocasiones puede detectarse desde luego con la sola apreciación de los temas del caso. Otras veces, por la complejidad y variedad de temas incluidos en un recurso de revisión, la Sala deberá verificar, primeramente, la existencia de la cuestión constitucional, como ejercicio de identificación previo a evaluar su potencial para la fijación de un criterio de importancia y trascendencia. La centralidad que juegan las notas de importancia y trascendencia en un ejercicio de valoración y apreciación de esta Sala, frente a la constatación técnica de la existencia de una cuestión constitucional -en oposición a la mera existencia de una cuestión de legalidad-, se fundamenta en la determinación del Constituyente de reservar la decisión de la admisión del recurso a un ámbito de política judicial de este Tribunal Constitucional.

93. En suma, esta Primera Sala ha concluido en reiteradas ocasiones que para que un recurso de revisión sea procedente no es suficiente que un caso plantee un tema constitucional; tampoco es determinante que se plantee la inconstitucionalidad de una norma legal nunca analizada por esta Corte, sino que es necesario, además, que los planteamientos sean novedosos, por ejemplo, que “se plantee la adopción de un significado novedoso, específico, propio y diferenciado del contenido y/o alcance, ya definido jurisprudencialmente, de un precepto constitucional o de un derecho humano reconocido por el texto constitucional o en un tratado internacional ratificado por México, el cual sirva de base para la solución del conflicto materia del recurso y cuya delimitación se considere imperiosa y excepcional, lo cual podría actualizarse no sólo cuando no exista criterio alguno de esta Suprema Corte sobre el tema, sino también cuando se plantee la revisión de un criterio jurisprudencial o aislado”. Al respecto cobra aplicación la tesis de esta Primera Sala, de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. FACTORES A CONSIDERAR AL EVALUAR LOS CONCEPTOS DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DE ESE RECURSO.”
 

94. Pues bien, con base en lo anterior, se concluye que debe desecharse el presente recurso porque los planteamientos subsistentes no presentan las notas de importancia y trascendencia suficientes para generar un pronunciamiento novedoso para el ordenamiento jurídico nacional.
95. Como se observa, las preguntas subsistentes en la presente instancia se refieren a tópicos de legalidad, como es la regulación legal de los supuestos de ausencia por suplencia para efectos de la resolución de un recurso de revisión en vía administrativa; los requisitos de levantamiento de una visita de inspección, requisitos de identificación de los comisionados de la autoridad, plazos de actuación de la autoridad, fundamentación y motivación de las resoluciones de la autoridad administrativa. 

96. Estas preguntas se ubican en el ámbito de legalidad porque para su resolución se requeriría retomar la tarea de interpretación de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, el Reglamento de dicha ley, así como la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, además de diversos reglamentos internos y manuales de organización de la Secretaría de Energía.

97. Ciertamente, el recurrente es cuidadoso en detectar normas convencionales y constitucionales, a cuya violación asocia las conclusiones del Tribunal Colegiado; sin embargo, ni el órgano colegiado ni el recurrente proponen una intelección novedosa del contenido normativo de un derecho humano. Todos los puntos en controversia se basan en asunciones de normas de fuente secundaria.

98. De todos los argumentos del ahora recurrente, destaca aquél relativo al reclamo de la violación al derecho de audiencia y debido proceso, por el hecho de no haberse respetado en el procedimiento administrativo de origen su derecho a desahogar alegatos; sin embargo, el reclamo respectivo no puede calificarse técnicamente como de constitucionalidad y, en su caso, su estudio no sería viable en la presente instancia, por las siguientes razones.
99. En primer lugar, debe recordarse que el argumento relativo a la falta de cumplimiento a un derecho a los alegatos no se introdujo en la demanda original de amparo señalando la inconstitucionalidad de la ley, sino se argumentó en torno a la debida interpretación de los artículos 72 y 74 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, a que remite la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo. Así se desprende de la lectura del tercer concepto de invalidez de la demanda de amparo. Por tanto, el reclamo de un derecho a los alegatos se respaldó en todo momento a lo dispuesto en la fuente infraconstitucional.
100. En segundo lugar, en congruencia con lo anterior, el Tribunal Colegiado abordó el análisis del planteamiento, declarándolo infundado, con base en la interpretación sistemática y armónica que hizo de los artículos 15 bis de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo y 72 y 74 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

101. Para el Tribunal Colegiado estos preceptos garantizan un amplio derecho de las personas para probar y argumentar en su defensa, precisando con toda claridad que con ello se cumple con el derecho de audiencia, pues se otorga un derecho de defensa previo al acto sancionatorio.

102. Ahora bien, aunque el planteamiento de la recurrente pudiera clasificarse como un genuino planteamiento de constitucionalidad, no obstante, por sí mismo, no justifica la procedencia del recurso por su inviabilidad técnica para generar la generación de un criterio innovador para el ordenamiento jurídico, ya que en los agravios, la recurrente insiste en su aserto sobre la violación a un derecho de alegatos, aduciendo la necesidad de que exista una oportunidad específica para ello previo a la emisión de la resolución, alegando que las tesis citadas en la sentencia son inaplicables, pero nunca combatiendo el argumento toral desarrollado por el Tribunal para desestimar la inconformidad, por lo que en su caso, el planteamiento resultaría inoperante. 

103. El Tribunal razonó que no podía exigirse al legislador que no obstante respetar un derecho de defensa previo al acto sancionatorio, además debe reglamentar distintas etapas de defensa de una manera sucesiva, reservando un especio exclusivo a los alegatos, ya que ello forma parte de la libre configuración legislativa que garantiza la Constitución al legislador democrático. Así se determinó: “sin que obste el hecho de que no se establezca de manera separada e independiente etapas específicas para ofrecer pruebas y alegatos, pues esa circunstancia no constituye un aspecto necesario para el cumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento, extremo que, en todo caso, depende del diseño legislativo propio de cada procedimiento”.

104. Así, el Tribunal Colegiado hizo depender su decisión de desestimar el argumento del quejoso en la interpretación que hizo de normas legales, alegando que sin observarse necesidad de prever una etapa específica diseñada exclusivamente para el desahogo de alegatos por la razón del legislador goza de un amplio margen de configuración, siempre y cuando se garantice un derecho de defensa, lo cual se protegió en la especie. 

105. Además, el recurrente no combate la razón de la libertad de configuración, ni, por tanto, la construcción conclusiva a partir de esta razón, lo que tornaría en inoperante el agravio respectivo del recurrente; desde otra perspectiva, lo anterior demuestra la ausencia de la notas de importancia y trascendencia del presente asunto.
106. Adicionalmente, se estima que en la jurisprudencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación existe suficiente doctrina en relación al debido proceso y de defensa en los procedimientos sancionatorios, por lo que de declararse procedente el presente recurso y explorarse los temas de fondo, no se podría abonar con nuevos criterios innovadores. Tampoco se observa un potencial para la producción de criterios relevantes, referente a los demás temas propuestos por el recurrente.
107. Luego, como el Constituyente otorga una facultad de apreciación a esta Corte para determinar cuándo un asunto es de interés y trascendencia para enfocar sus esfuerzos interpretativos en los criterios relevantes, debe determinarse el desechamiento del presente asunto. 
VI. DECISION

Por todo lo expuesto, el presente recurso no cumple con los requisitos legales y jurisprudenciales necesarios para su procedencia y, consecuentemente, lo procedente es desechar el recurso de revisión interpuesto por la parte quejosa y dejar firme la sentencia recurrida.

Por lo antes expuesto, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

R E S U E L V E

PRIMERO. Se desecha por improcedente el recurso de revisión a que este toca 5192/2015 se refiere.
SEGUNDO. Queda firme la sentencia recurrida.
Notifíquese con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos al Tribunal Colegiado de origen y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien se reserva su derecho a formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Presidenta Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena (Ponente). Hizo suyo el asunto el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.
Firma la Presidenta de la Sala y el Ministro Ponente, con la Secretaria de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTA DE LA PRIMERA SALA

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

PONENTE

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA
SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA 

LICENCIADA MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA 

ESTA HOJA CORRESPONDE AL AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 5192/2015. CONSTE.

EN TÉRMINOS DE LO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 3º, FRACCIÓN II, 13, 14 Y 18 DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL, EN ESTA VERSIÓN PÚBLICA SE SUPRIME LA INFORMACIÓN CONSIDERADA LEGALMENTE COMO RESERVADA O CONFIDENCIAL QUE ENCUADRA EN ESOS SUPUESTOS NORMATIVOS.

� Foja 152, del índice del expediente **********. 


� Ibídem, fojas 157 a 183.


� Ibídem, foja 567.


� Ibídem, foja 571.


� Ibídem, fojas 579 a 609.


� Ibídem, fojas 690 a 715.


� Ibídem, fojas 720 a 765.


� Fojas 4 a 72 del expediente del juicio de amparo directo **********, del índice del Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.


� Foja 91, del expediente ********** del índice del Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.


� Ibídem, fojas 175 a 219.


� Fojas 4 a 50 del presente expediente. 


� Entre las que destacan las tesis de rubros: “DERECHO AL DEBIDO PROCESO, SU CONTENIDO”, “FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO”.


� Fojas 175 a 219 del expediente **********, del índice del Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.


� Ibídem, foja 223. 


� Foja 4 del presente expediente. 


� Fojas 175 a 219 del expediente **********, del índice del Decimoséptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito.


� Tesis aislada CLXXXVIII/2016 de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 325 del Libro 32 (julio de 2016), Tomo I de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.


� Tesis aislada CLXXXIX/2016 de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 327 del Libro 32 (julio de 2016) Tomo I de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.


� Tesis aislada CXLI/2016 de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 1030 del Libro 30 (mayo de 2016), Tomo II, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, con el siguiente contenido: “El Acuerdo General Número 9/2015, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, reglamenta los conceptos de "importancia y trascendencia" en términos flexibles, al limitarse a establecer que la resolución del recurso de revisión en amparo directo debe dar lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional; de ahí que si subsiste una cuestión constitucional en el recurso de revisión pero, por sus características propias, no presente estas propiedades, debe desecharse el recurso, lo que esta Suprema Corte hará en su carácter de Tribunal Constitucional para preservar su función de intérprete constitucional en aquellos asuntos de trascendencia cuantitativa y cualitativa. Ahora bien, no conviene definir exhaustivamente lo que quiere decir novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional, pues el propósito del acuerdo indicado es reivindicar una facultad discrecional para definir la política judicial. En ese sentido, lo deseable es contar con una metodología básica, más formal que material que, a reserva de construirse progresivamente caso por caso, pueda tomarse como base inicial de una evaluación discrecional. El término importancia se refiere a la entidad de un criterio que implica y refleja el interés general del asunto desde un punto de vista jurídico y extrajurídico; en cambio, la trascendencia es un aspecto que se relaciona con el carácter excepcional o novedoso del criterio jurídico que, además, de resolver el caso concreto, se proyectará a otros de similares características. Así, metodológicamente, los factores a considerar en este ejercicio de evaluación, ejemplificativamente, son los siguientes: a) que la resolución del caso ayude a constituir un precedente para la integración de una jurisprudencia; b) que no exista algún precedente o jurisprudencia relacionada directa o indirectamente con el tema de constitucionalidad; es insuficiente constatar que la materia del recurso verse sobre la constitucionalidad de una norma secundaria que no ha sido analizada previamente; además es necesario verificar que el tema constitucional subyacente se califique en sus méritos de importante y trascendente; c) que se plantee la adopción de un significado novedoso, específico, propio y diferenciado del contenido y/o alcance, ya definido jurisprudencialmente, de un precepto constitucional o de un derecho humano reconocido por el texto constitucional o en un tratado internacional ratificado por México, el cual sirva de base para la solución del conflicto materia del recurso y cuya delimitación se considere imperiosa y excepcional, lo cual podría actualizarse no sólo cuando no exista criterio alguno de esta Suprema Corte sobre el tema, sino también cuando se plantee la revisión de un criterio jurisprudencial o aislado; y, d) que lo decidido sobre la constitucionalidad o convencionalidad de una norma general o la interpretación directa realizada por el tribunal colegiado de circuito de una norma con jerarquía constitucional, se confronte con los precedentes no obligatorios de la Suprema Corte. Cabe mencionar que si bien en el inciso a) se hace referencia a que un recurso puede ser procedente cuando el caso permita la integración de una jurisprudencia, la Primera Sala del Alto Tribunal estima necesario precisar que éste es un factor más a considerar en una facultad para ejercer política judicial en ciertos temas, por lo que, por sí mismo, es un elemento insuficiente si, además, no se considera que el tema es de importancia y trascendencia.
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